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de acudir a mediciones de sonido u otras pruebas en municipios que, en la inmensa mayoría de 
los casos, carecen, como decimos, de esos medios materiales y personales. 

En cuanto a la posición de la Consejería de Salud a la que se han dirigido, también, con motivo de 
la tramitación de este Proyecto de Decreto, desde luego no la compartimos por que tal y como, en 
diversas ocasiones, ha manifestado la jurisprudencia de nuestro Tribunal Constitucional y Supremo, 
la contaminación acústica generada por tales locales como consecuencia de la emisión de música 
puede llegar a causar serias afecciones al derecho constitucional a la protección de la salud.

Por tanto, el principio de precaución en el ámbito de la salud creemos que debiera haber 
demandado un posicionamiento sobre el riesgo y la necesidad de investigarlo para la adecuada 
tutela de este derecho.

En fin, también creemos que, de acuerdo con el principio de precaución y de seguridad jurídica, 
ante las modificaciones que se proponen sería muy aconsejable que, con carácter previo a su 
aprobación, así parece desprenderse de su escrito, la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación 
del Territorio aborde la modificación del Reglamento contra la Contaminación Acústica.

Por último, queremos agradecerle muy sinceramente su respuesta por los motivos ya expuestos y 
esperamos que el nuevo texto normativo que resulte aprobado, a la vez que facilite el desarrollo 
de estas actividades empresariales, garantice eficazmente los tan citados derechos constitucionales 
de la ciudadanía.

Esperamos que así sea y que el nuevo Decreto que regule el Nomenclátor no sea una norma claramente 
regresiva como, a nuestro juicio, es el actual borrador, para la garantía efectiva de los derechos de la 
ciudadanía que puedan resultar afectados por tales actividades al desarrollarse en locales y/o condiciones 
que no permiten garantizar el derecho a un domicilio libre de ruidos más allá de los límites tolerables en 
derecho.

1.9 MENORES
1.9.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.9.2.5 Responsabilidad penal de menores
Nuestro trabajo en este ámbito se ha centrado en supervisar las actuaciones de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en desarrollo de su competencia para la ejecución de las medidas acordadas por los Juzgados 
de Menores. 

La Ley orgánica de responsabilidad penal del menor establece un elenco de medidas que podrá adoptar el 
juez de menores dirigida a la reeducación del menor infractor. De todas ellas la medida de internamiento 
en un centro de reforma concita el mayor número de reclamaciones ante la Defensoría si bien la casuística 
de su contenido es diversa. 

Destacamos la progresiva disminución de quejas en la materia motivada, entre otras razones, por una 
progresiva disminución de la delincuencia juvenil y de las medidas impuestas por los jueces de menores 
de edad desde el año 2010, reduciéndose igualmente año a año el número de estos delitos más graves y 
de las medidas impuestas.

Conforme a las estadísticas oficiales, la tasa de sentencias condenatorias a adolescentes, que desde 2001 
-año de entrada en vigor de la L.O. 5/2000- había ido incrementándose hasta llegar a su punto álgido en 
2010 (18.238 menores de edad condenados), ha ido disminuyendo progresivamente: 17.039 en 2011 
(-6,6%), 16.172 en 2012 (-5,1%), 14.744 en 2013 (-8,8%), 15.048 en 2014 (+2,1%) y 13.981 en 2015 (-7,1%).
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Tradicionalmente las quejas más numerosas y recurrentes han tenido como foco de atención el cumplimiento 
del efectivo derecho de los menores infractores a cumplir la medida en un centro cercano a su domicilio 
(queja 17/5982 y queja 17/6647). 

Sin embargo durante 2017 el protagonismo se ha centrado en asuntos relacionados con la organización 
y el funcionamiento de los centros de internamiento de menores infractores o con el trato recibido 
por los menores internos por el personal que presta servicios en aquellos. 

La variedad y singularidad de problemas que pueden surgir en la vida cotidiana dentro de estos recursos 
de internamiento es bastante compleja por lo que la casuística que se presenta en estas reclamaciones es 
muy variada y con múltiples matices. 

Las quejas más frecuentes formuladas por los menores o sus familiares suelen ir referidas a problemas 
de convivencia con otros internos; disconformidad con trato el recibido por el personal del centro, 
especialmente los educadores; agresiones por parte del personal de seguridad; disconformidad con las 
medidas correctoras o sancionadoras impuestas por los responsables del centro, de manera especial en 
el caso de las segundas aquellas que consisten en la separación de grupo. 

En ocasiones, al objeto de comprobar directamente las denuncias y con el propósito de poder entrevistarnos 
con los menores, realizamos visitas de inspección a los centros de internamiento.

En este ejercicio destacamos la visita realizada al centro ubicado en Algeciras (Cádiz) tras recibir un conjunto 
de reclamaciones de internos que denunciaban el comportamiento del personal de seguridad, indicando 
que cuando se produce algún incidente su intervención se realiza con un empleo desproporcionado de la 
fuerza e incluso que dicho comportamiento se acentúa en el interior de las habitaciones al ser el personal 
de seguridad conocedor de la inexistencia de cámaras de videovigilancia en las zonas privadas en que se 
ha de preservar la intimidad de los menores.

Señalaban que habían observado como uno de los internos presentaba moratones en cuello y espalda 
como consecuencia de la fuerza que tuvo que utilizar el personal de seguridad para contener su conducta.

Durante nuestra investigación en el centro, donde tuvimos la oportunidad de entrevistarnos personal e 
individualmente con los denunciantes, así como con parte del personal que presta servicios en el centro, 
pudimos conocer que la reducción del comportamiento violento del afectado, con alteración de la convivencia 
normalizada en el centro, se produjo conforme a reglamento, utilizando aquellos medios de contención 
que implicaron un menor empleo de la fuerza, durante el tiempo mínimo indispensable, y optando por la 
solución menos gravosa. 

Dicha intervención quedó registrada en las cámaras de seguridad como acontece siempre, a excepción 
de cuando se efectúa en las habitaciones de los menores y jóvenes, aseos, duchas o similares donde no 
se instalan estos dispositivos para preservar la intimidad de aquellos. 

Desde nuestra obligada perspectiva de Defensor del Menor de Andalucía, consideramos que el incidente 
analizado respondía a un hecho puntual, que requirió de la intervención de personal de seguridad para 
contener la conducta desajustada del menor. Sobre dicho incidente se produjo la consecuente investigación 
por parte de la dirección del centro, dando además comunicación del mismo a la Fiscalía y juzgado, por 
lo que la actuación del personal de seguridad obedeció a la necesidad de restaurar el normal clima de 
convivencia en el centro (queja 17/5255, queja 17/5256, queja 17/5257, queja 17/5258 y queja 17/5260, 
entre otras). 

No obstante, durante nuestra visita de inspección mostramos nuestra impresión desfavorable respecto 
de la práctica realizada por los responsables del centro de retirar los colchones de las habitaciones de los 
internos cuando sobre éstos se ha adoptado una medida disciplinaria de separación de grupo. 

Discrepamos también con la justificación alegada por los mismos responsables consistente en que de no 
retirar el colchón los infractores recibirían la medida de aislamiento en su cuarto como un premio ya que 
durante ese tiempo se estarían exentos de realizar otras actividades educativas o formativas. 
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Tampoco entendemos justificada la medida por el hecho de que el descanso del día en el cuarto por la 
medida de aislamiento impide al interno conciliar el sueño de noche, y sea un caldo de cultivo para que en 
el periodo nocturno no puedan dormir y perturben el descanso del resto de los internos.

También le manifestamos nuestra impresión contraria a que los internos permanezcan durante un largo 
periodo de tiempo en el módulo terapéutico de ingreso o de observación. Recordemos que dicha situación 
puede ser incluso desfavorable desde el punto de vista educativo, al que siempre va orientada la medida 
impuesta por el juzgado. 

Estas últimas cuestiones están siendo objeto de investigación y se dará cuenta de su resultado en el 
próximo informe (queja 17/6198). 

1.9.3 Actuaciones de oficio, Colaboración con 
las Administraciones y Resoluciones
...

· Queja17/6198, dirigida a la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, relativa a al cumplimiento 
de la medida de separación de grupo de los internos en el Centro de Internamiento de Menores Infractores 
“La Marchenilla” en Algeciras (Cádiz).

...

1.13 VIVIENDA
1.13.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.13.2.2 Desahucios y lanzamientos de vivienda por 
ejecuciones hipotecarias e impago del alquiler
Como sabemos, en los últimos años hemos asistido a un sinfín de lanzamientos de vivienda habitual de 
personas y familias a consecuencia de los tan traídos y llevados efectos de la crisis económica, que han 
dado lugar a miles de ejecuciones hipotecarias y desahucios por impago del alquiler en vía judicial, al no 
poder hacer frente a sus obligaciones de pago, bien de la hipoteca concedida en su día, bien las derivadas 
del contrato de arrendamiento que suscribieron.

En muchos de estos casos, las familias afectadas en situación de vulnerabilidad, se encuentran totalmente 
desasistidas, sin saber dónde van a meterse cuando se ejecute el lanzamiento y sin tener recursos económicos 
con los que poder resolver su necesidad de vivienda una vez se encuentren en esta tesitura, situaciones 
que se agravan en caso de que haya personas que formen parte de colectivos objeto de especial protección 
como son menores, mayores o personas con discapacidad.

Pues bien, en 2017, procedimos a la apertura de oficio de la queja 17/1223, que guarda relación con la 
aprobación, el pasado 1 de marzo de 2016, del Convenio de Colaboración entre el Consejo General 
del Poder Judicial, la Junta de Andalucía y la Federación Andaluza de Municipios y Provincias, sobre 
la detección de supuestos de vulnerabilidad con ocasión del lanzamiento de vivienda familiar y medidas 
de carácter social y sobre cesión de datos en los procedimientos de desahucios y ejecución hipotecaria.

Dicho convenio preveía un protocolo de actuación que, entre otras cuestiones, promueve la articulación 
de medidas para que haya una comunicación efectiva entre el órgano jurisdiccional que conoce el caso, la 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/como-esta-funcionando-el-protocolo-de-actuacion-en-los-casos-de-lanzamientos-de-viviendas-a-familias
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